	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

ACCIDENTAL

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO.

En el juicio que por jubilación especial sigue el ciudadano BETANIO MÁRQUEZ, representado judicialmente por los abogados María del Carmen Cubillán, Myriam Peña, David Castillo, Auristela García, Janneth Bello, Rodolfo Cotes y Juan Medina, contra la COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA, (C.A.N.T.V.), representada judicialmente por los abogados Emilio Pittier, Luís Alfredo Araque, Manuel Reyna Pares, Pedro Sosa, María Aneas, Maritza Siino, Ingrid García, Giuseppe Mauriello, Álvaro Leal, Vicente Amado, Juan Carlos Blanco, Claudia Cifuentes, María Olivieri, Blas Rivero, Jorge Kiriakidis, Roshermari Vargas Trejo, Ricardo Henríquez La Roche, María Arrese-Igor y Marta Martín Briceño; el Juzgado Segundo Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, dictó sentencia en fecha 02 de agosto del año 2004, mediante la cual declaró sin lugar la apelación ejercida por la parte demandada, sin lugar la defensa de prescripción alegada y con lugar la demanda, modificando así la sentencia apelada.

Contra esta decisión de alzada, la representación judicial de la parte demandada, solicitó el recurso de control de la legalidad del fallo señalado, el cual fue admitido por esta Sala de Casación Social en fecha 07 de febrero del año 2006, fijándose audiencia oral, pública y contradictoria para el día 27 de julio del año 2006, en sujeción a lo regulado por el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos:

 

DEL RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD

ÚNICO

En el presente caso alegan los recurrentes, que la sentencia recurrida violó normas de orden público de rango constitucional atinentes a las garantías del debido proceso y al derecho a la defensa, al declarar la nulidad parcial del acta convenio firmada por las partes, sobre la base de una causal (error excusable) que nunca fue alegada ni discutida en el juicio, con lo cual se incumplió con el artículo 1146 del Código Civil y se aplicó incorrectamente el artículo 1148 eiusdem. Así mismo señalan, que la sentencia recurrida violó el principio restrictivo de la competencia previsto en el artículo 137 de la Constitución de la República.


Una vez expuestos los alegatos de las partes, esta Sala de Casación Social, pasa a decidir sobre las siguientes consideraciones:


En vista de lo denunciado por el recurrente, se hace necesario transcribir lo que al respecto estableció recurrida:

Conforme al criterio antes mencionado por la Sala de Casación Social, el cual acoge este Sentenciador, los trabajadores de CANTV, podían optar por escoger entre la jubilación especial o el pago de una bonificación especial, conforme a lo previsto en el ordinal 3° del artículo 4 del mencionado anexo, no obstante debía determinarse si esta escogencia manifestada por el trabajador entre una u otra opción en la que se presenta el beneficio, estuvo viciada en su consentimiento.

Del análisis a dicha acta y tomando en cuenta que la representación judicial de el accionante, en su acto de descargo argumentó que su (sic) fue convencido mediante argucias y engaños a firmar una supuesta acta en donde renunciaba, donde se negociaban los derechos adquiridos como lo es el de la jubilación y la antigüedad, acoge el criterio de la Jurisprudencia señalada, concluyendo así que la voluntad del trabajador al escoger entre la Bonificación Especial y el Beneficio de la Jubilación se encontró viciada de nulidad, toda vez, que el trabajador incurrió en un error excusable al momento de su escogencia, siendo, en consecuencia, dicha Acta nula parcialmente, quedando plenamente firme la validez del resto del contenido. Así se decide.

(Omissis)

Por cuanto el accionante cumple con el ordinal 3 del artículo 4, del plan de jubilaciones, ya que la accionante cumplió de manera ininterrumpida una prestación de servicios por 27 años y que la relación de trabajo culminó por voluntad común entre las partes, por lo que la accionante tiene derecho a reclamar el beneficio de jubilación, y así se establece.

(Omissis)

Este sentenciador observa, que efectivamente se trata de un beneficio de jubilación especial de fuente convencional de carácter opcional, y en efecto, del acta que suscribieron ambas partes para ponerle fin a la relación de trabajo se optó por la bonificación especial renunciando al beneficio de jubilación, sin embargo, tal como señaló precedentemente, los efectos de dicha acta serán validos siempre y cuando no se alegue contra ellos vicios en el consentimiento. Tal afirmación fue expresada por Sentencia de fecha 29-05-2000, dictada por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, donde habla lo relacionado a la Jubilación Especial Convencional, en atención a este criterio y tomando en cuenta que en el presente caso se declaró la nulidad parcial del acta suscrita por las partes de fecha 31-03-96, por haberse presentando vicio de consentimiento, pues el trabajador tuvo un falso conocimiento de la realidad al de (sic) escoger entre la jubilación y la bonificación especial, y cumplidos los requisitos que establece la normativa contractual para que proceda la jubilación Especial, el ciudadano Betanio Márquez, tiene derecho a que se le cancele mensualmente el beneficio de Jubilación Especial Contractual, y así se decide.

Ahora bien, a los fines de declarar la fijación de la pensión de jubilación debe establecerse el salario por el cual debe cancelarse tal beneficio… (0missis).

La cantidad establecida como pensión de jubilación, deberá ser indexada mes por mes desde la ruptura del vínculo de trabajo hasta la ejecución del fallo, tal como lo ha ordenado nuestro Máximo Tribunal, en las sentencias  ya mencionadas, en las cuales precisó lo relacionado a la Corrección monetaria, compensación y equidad.

(Omissis).

Decidido lo anterior, éste Sentenciador observa que consta de autos que la parte demandada entregó una cantidad en exceso en virtud de que la accionante se acogió a la bonificación especial, por lo que resulta aparentemente lógico que se ordenare la compensación en las cuotas mensuales de las (sic) jubilación, sin embargo considera éste juzgador que sería una injusticia social que la pensión de jubilación, por razones de sobre vivencia, sea disminuida por vía de compensación para satisfacer una acreencia de carácter civil, que no pertenece a la naturaleza de este proceso basado en los principios constitucionales y de orden público en el derecho laboral. No obstante, es obvio que la parte demandada puede accionar, para recuperar lo pagado en exceso por vía de juicio ordinario de naturaleza civil. Así se decide.


Ahora bien, esta Sala de Casación Social se ha pronunciado sobre la potestad discrecional -otorgada por el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo- de restringir la admisibilidad del recurso de control de la legalidad, cuando la violación de las disposiciones de orden público o la jurisprudencia reiterada de la Sala, no sean de tal entidad, que resulte alterada la legalidad de la decisión o proceso sujeto a revisión.


Es por ello que, el presente medio de impugnación debe tratarse entonces, sobre violaciones categóricas del orden legal establecido, que en definitiva transgrederían el Estado de Derecho, o de aquellas decisiones que contravengan la reiterada doctrina jurisprudencial dictada por esta Sala de Casación Social.


De allí pues, que considera la Sala, que así como el artículo 178 de la mencionada Ley adjetiva del Trabajo le otorga la potestad discrecional para restringir la admisibilidad del recurso de control de la legalidad, cuando se trate de violaciones de normas legales que no alteren la legalidad de la decisión, también debe entenderse que tal potestad discrecional es extensible para admitir el referido medio de impugnación, cuando se constaten violaciones legales que revistan tal gravedad que impidan a la decisión cumplir con la finalidad última del proceso.


En el caso sub iudice, la Sala, utilizando la mencionada potestad discrecional prevista en el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y una vez revisadas las actas que cursan en el expediente señala, que si bien no constató la violación de las normas delatadas como infringidas, observa que en el presente juicio se ha quebrantado la reiterada jurisprudencia de esta Sala de Casación Social, dictada en los casos análogos al presente, que en definitiva transgreden el Estado de Derecho, lo cual condujo a la admisión del presente recurso de control de la legalidad, todo ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo ut supra mencionado.

Ahora bien, de la transcripción precedentemente expuesta, se puede constatar, que el sentenciador de alzada aún y cuando acogió el criterio jurisprudencial establecido por esta Sala en los casos CANTV, -relacionados con la solicitud del beneficio de jubilación especial-, no acordó la compensación de la cantidad recibida en exceso por el trabajador, por considerar que dicha cantidad es una acreencia de carácter civil y por tanto la parte demandada debe intentar una acción civil para recuperar lo que pagó en exceso. 

En tal sentido cabe señalar, que esta Sala de Casación Social en sentencia N° 138 de fecha 29 de mayo del año 2000, en un caso análogo al presente dejó establecido lo siguiente: 

CORRECCIÓN MONETARIA, COMPENSACIÓN Y EQUIDAD:

 
En el supuesto de declararse la nulidad de los efectos del Acta mediante la cual se optó en el sentido de recibir una cantidad de dinero adicional a lo que legal y convencionalmente le correspondía, el demandante a quien le ha sido reconocido su derecho a la jubilación, y en vía judicial ha pretendido se le reconozca a ser considerado jubilado, le corresponde el pago de las cantidades de dinero que mensualmente debió recibir a título de pensión de jubilación, y siendo que tal concepto califica como una deuda de valor, cuyo principal objeto es satisfacer requerimientos alimentarios y/o de subsistencia en sustitución al salario, tales cantidades deberán ser pagadas con corrección monetaria; pero también debe decirse, en aras de la justicia y equidad, fuente del derecho del trabajo, que el demandante percibió en aquella oportunidad una cantidad de dinero que en derecho no le correspondía, habida cuenta de la nulidad de los efectos de la referida acta, por lo que a fin que no tenga lugar un enriquecimiento, deberá devolver tal cantidad de dinero, igualmente a valor actualizado o con corrección monetaria por inflación, de allí que en caso de declararse procedente la pretensión del actor, en la condenatoria, se deberá ordenar se determine en primer lugar la corrección monetaria de cada una de las pensiones de jubilación insolutas, computadas mes a mes, desde la fecha de ruptura del vínculo de trabajo, ya que cada una está en mora desde un momento distinto al del resto; hasta la fecha de declaratoria de ejecución del fallo e igualmente que se determine la cantidad de dinero recibida por el trabajador en exceso a lo que legal y contractualmente le correspondía en virtud de la ruptura del vínculo, para que debidamente indexada, igualmente hasta la fecha de declaratoria de ejecución del fallo, el Juez ejecutor proceda a realizar la compensación de las mismas, y el saldo deudor, si lo hubiere, en caso que deba ser pagado por el trabajador, se deducirá de las pensiones de jubilación futuras, y caso contrario, en que el deudor resulte el patrono, debe pagarse en efectivo y de inmediato. Además de lo anterior, a partir de la declaratoria de ejecución del fallo deberá regularizarse el pago de lo que corresponda por pensión de jubilación en forma mensual y vitalicia, más el disfrute del resto de los beneficios complementarios o inherentes a la jubilación especial. El monto de la pensión de jubilación deberá determinarlo el Juez ejecutor, con vista al último salario devengado por el trabajador demostrado en autos, y su antigüedad, tal y como lo señala la cláusula pertinente del Anexo “C”, así como la corrección monetaria que deberá determinarse con base a los Índice de Precios al Consumidor (IPC) que mensualmente publica el Banco Central de Venezuela, que en consecuencia deberá ser solicitado a dicho organismo.

De la decisión antes transcrita, se evidencia que esta Sala dejó sentado que en el supuesto de declararse la nulidad de los efectos del Acta mediante la cual la parte trabajadora optó recibir una cantidad de dinero adicional a lo que legal y convencionalmente le correspondía, el demandante a quien le ha sido reconocido su derecho a la jubilación en vía judicial, le corresponde el pago de las cantidades de dinero mensual que debió percibir por jubilación, pero al haber recibido el accionante una cantidad de dinero que en derecho no le correspondía, debe devolver tal cantidad de dinero, igualmente al valor actualizado o con corrección monetaria por inflación, y el juez ejecutor debe proceder a realizar la compensación de las cantidades de dinero, y el saldo deudor, si lo hubiere, en caso que deba ser pagado por el trabajador, se deducirá de las pensiones de jubilación futuras, y caso contrario, en que el deudor resulte el patrono, debe pagarse en efectivo y de inmediato.

En el presente caso, observa la Sala que la recurrida, declaró parcialmente nula el acta firmada entre las partes, al constatar que la parte actora incurrió en un error excusable, razón por la cual debió aplicar íntegramente el contenido de la jurisprudencia precedentemente transcrita, y por tanto, decidir que al haber sido reconocido el derecho a la jubilación del accionante, éste debe devolver la cantidad de dinero recibida en exceso con corrección monetaria por inflación.

Con tal proceder, incurrió el sentenciador superior en la violación de la jurisprudencia de esta Sala de Casación Social, lo que conlleva a declarar con lugar el presente recurso de control de la legalidad, y por consiguiente pasa esta Sala de seguidas a pronunciarse sobre el fondo de la controversia, de conformidad con lo establecido en el artículo 179 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo en los siguientes términos: 

SENTENCIA DE MÉRITO
De un análisis exhaustivo de la sentencia recurrida, extrae la Sala que la misma a excepción de la violación constatada supra resolvió la controversia ajustada a derecho y acorde a la equidad y la justicia.


De manera que, considera suficiente esta Sala a los fines de pronunciarse sobre el fondo del presente juicio, ratificar lo establecido por el mencionado Juzgado Superior  en cuanto a: la nulidad parcial del acta firmada entre las partes, por haber incurrido el trabajador en un error excusable y a la declaratoria con lugar de la acción de jubilación especial. Por consiguiente acuerda el pago mensual de forma vitalicia de la pensión de jubilación. 

Ahora bien, al resultar parcialmente nula el acta firmada por la parte actora y al hacerse acreedor de la pensión de jubilación, se debe aplicar la jurisprudencia supra transcrita, es decir, al haber sido reconocido el derecho a la jubilación del accionante, éste debe devolver la cantidad de dinero recibida en exceso con la corrección monetaria por inflación y establecer la compensación de dicha cantidad con la de las mensualidades que se le adeudan por concepto de jubilación especial, como antes se indicó.

Por consiguiente, el juez ejecutor debe determinar en primer lugar la corrección monetaria de cada una de las pensiones de jubilación insolutas, computadas mes a mes, desde la fecha de ruptura del vínculo de trabajo, ya que cada una está en mora desde un momento distinto al del resto, hasta la fecha de declaratoria de ejecución del fallo.

En tal sentido, cursa al folio diez y nueve (19) de la primera pieza del expediente, planilla de cálculo de prestaciones sociales, consignada por la parte actora, la cual quedó debidamente reconocida por ambas partes y en la que se evidencia que la suma recibida en exceso por el trabajador por concepto de bonificación especial por la ruptura del vínculo laboral, es la cantidad de OCHO MILLONES CUARENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y DOS BOLÍVARES CON OCHENTA Y OCHO CÉNTIMOS (Bs. 8.043.282,88), por lo que es en base a esta cantidad, debidamente indexada, que se establecerá la compensación respectiva, tal y como lo estableció el tribunal de Primera Instancia.

Así mismo se debe indexar la cantidad de OCHO MILLONES CUARENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y DOS BOLÍVARES CON OCHENTA Y OCHO CÉNTIMOS (Bs. 8.043.282,88), recibida por el trabajador en exceso, desde la fecha en que la recibió hasta la fecha de ejecución del fallo y proceder a realizar la compensación de dichas cantidades y el saldo deudor, si lo hubiere, en caso que deba ser pagado por el trabajador, se deducirá de las pensiones de jubilación futuras, y caso contrario, en que el deudor resulte el patrono, debe pagarse en efectivo y de inmediato.
De igual forma, a partir de la declaratoria de ejecución del fallo deberá regularizarse el pago de lo que corresponda por pensión de jubilación en forma mensual y vitalicia, más el disfrute del resto de los beneficios complementarios o inherentes a la jubilación especial. El monto de la pensión de jubilación deberá determinarlo el Juez ejecutor con vista al último salario devengado por el trabajador demostrado en autos, y su antigüedad, tal y como lo señala la cláusula pertinente del Anexo “C”, de la Convención Colectiva que estaba vigente para entonces, así como la corrección monetaria que deberá determinarse con base a los Índices de Precios al Consumidor (IPC) que mensualmente publica el Banco Central de Venezuela, que en consecuencia deberá ser solicitado a dicho organismo, como así ya lo estableció esta Sala de Casación Social.

Ahora bien, por cuanto esta Sala de Casación Social, en sentencia N° 816, de fecha 26 de julio del año 2005, en base a los lineamientos establecidos por la Sala Constitucional, en sentencia de fecha 25 de enero del año 2005, señaló que en aquellos casos en los que la pensión de jubilación resulte inferior al salario mínimo urbano se debe ajustar, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Bolivariana de Venezuela, en el presente caso, la Sala ordena que de resultar inferior el monto de la pensión de jubilación al salario mínimo urbano generada a partir de la vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de fecha 30 de diciembre de 1999, se debe incrementar dicho monto en forma proporcional, desde la mencionada fecha, quedando entendido que las cantidades de la pensión anteriores a esta fecha se calcularán de acuerdo a la Convención Colectiva vigente para el momento.

Así mismo, y de acuerdo a lo precedentemente expuesto, se acuerda la realización de la experticia complementaria del fallo por un solo experto y a expensas de ambas partes, de conformidad con el último parágrafo del artículo 514 del Código de Procedimiento Civil, en razón de que, como antes se indicó, el objeto de la experticia en el presente caso son las cantidades que ambas partes se adeudan. 
No obstante lo anterior y a los efectos prácticos en la fase ejecutiva, se deja establecido que la parte demandada realice el pago total de la experticia y la parte cuyo pago corresponda al trabajador, se debitará de las cantidades adeudadas, que serán igualmente objeto de compensación.  Así se resuelve.

En virtud de todo lo anteriormente expuesto, se declara parcialmente con lugar la demanda incoada. Así se resuelve.

DECISIÓN

 

En mérito de las precedentes consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: 1) CON LUGAR el recurso de control de la legalidad interpuesto por la parte demandada, contra la sentencia de fecha 02 de agosto del año 2004, dictada por el Juzgado Segundo Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo del Circuito Judicial del Área Metropolitana de Caracas. En consecuencia, se ANULA el fallo dictado por el citado Juzgado Superior anteriormente identificado; y 2) PARCIALAMENTE CON LUGAR la demanda incoada por el ciudadano BETANIO MÁRQUEZ contra la COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA, (C.A.N.T.V.). En consecuencia, SE ORDENA la compensación del monto de las pensiones y la cantidad recibida en exceso por el trabajador, debidamente indexadas ambas cantidades, así como el pago del experto a cargo de ambas partes, tal y como quedó establecido en la motiva del presente fallo. 

No hay condenatoria en costas del proceso en virtud de no haber vencimiento total.
 

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente a la Coordinación del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a los fines de que lo envíe al Tribunal de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo correspondiente, para su ejecución. Particípese de esta remisión al Tribunal Superior de origen, antes mencionado.

Dada, firmada y sellada en la sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas a los tres (03) días del mes de agosto  del año 2.006. Años 196° de la Independencia y 147° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

_______________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ 

El Vicepresidente y Ponente,



      Magistrada,

_______________________________
_______________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO     CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

Magistrado Suplente,





Conjuez,

_______________________________
________________________________

BETTY JOSEFINA TORRES DÍAZ
OMAR E. GARCIA VALENTINER

El Secretario,

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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